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XI PLENO JURISDICCIONAL DE LAS SALAS PENA= 

____ __, PERMANENTE, TRANSITORIA Y ESPECIAL 

ACUERDO PLENARIO N.0 02-2019/CJ-116 

BASE LEGAL: Artículo 116 del Texto Único Ordenado 
de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 

ASUNTO: Vigilancia electrónica personal 

Lima, diez de septiembre de dos mil diecinueve 

Los jueces supremos de lo Penal, integrantes de las salas penales Permanente, 
Transitoria y Especial de la Corte Suprema de Justicia de la República, reunidos en 
Pleno Jurisdiccional, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 116 del Texto 
Único Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial, han pronunciado la 
iguiente: 

ACUERDO PLENAIDO 

l. ANTECEDENTES

1.0 Las salas penales Permanentes, Transitoria y Especial de la Corte Suprema de 
Justicia de la República, en virtud de la Resolución Administrativa número 120-
2019-P-PJ, de veintiuno de febrero de dos mil diecinueve, con el concurso del 

entro de Investigaciones Judiciales, bajo la coordinación del señor San Martín 
astro, realizaron el XI Pleno Jurisdiccional Supremo en materia Penal de los 

ueces Supremos de lo Penal - dos mil diecinueve, que incluyó la participación 
,- respectiva en los temas objeto de análisis propuestos por la comunidad jurídica, a 

través del Link de la Página Web del Poder Judicial -abierto al efecto- al amparo de 
lo dispuesto en el artículo 116 del Texto Único Ordenado de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial -en adelante LOPJ- y dictar Acuerdos Plenarios concordantes con la 
jurisprudencia penal. 

2. 0 El�leno Jurisdiccional Supremo en materia Penal de dos mil diecinueve se 
/�º en tres etapas. La primera etapa estuvo conformada por dos fases. Primera:
!/ la convocatoria a la comunidad jurídica y la selección de los temas del foro de 
·; aport s con participación ciudadana para proponer los puntos materia de análisis que

nec itan interpretación uniforme y la generación de una doctrina jurisprudencial 
•-�rra garantizar la debida arm ización de criterios de los jueces en los procesos 

jurisdiccionales a su cargo. Se nda: la selecció preliminar temas alcanzad v

r la comunidad jurídica, de · nación de ju e suprem s p es y fec a de 
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presentación de ponencias respecto a las propuestas temáticas que presen aron los
---------

abogad os y representantes de instituciones públicas y privadas.
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3. 0 El 25 de abril último se publicaron en la página web del Poder Judicial los temas
seleccionados para el debate identificándose ocho mociones: a. Pena efectiva:
principio de oportunidad y acuerdo reparatorio. b. Diferencias hermenéuticas en los
delitos de organización criminal y banda criminal, así como técnicas especiales de
investigación. c. Impedimento de salida del país y diligencias preliminares. d.
Absolución, sobreseimiento y reparación civil, así como prescripción y caducidad en
ejecución de sentencia en el proceso penal. e. Prisión preventiva: presupuestos, así
como vigilancia electrónica personal. f. Problemas concursales en los delitos de trata
de Personas y de explotación sexual. g. Viáticos y delito de peculado. h. Actuación
policial y exención de responsabilidad penal. 

r-
oo En la sesión del 28 de mayo de 2019, se seleccionaron a las personas e

/ .·· nstituciones que harían uso de la palabra en Audiencia Pública.

� 4. 0 Han presentado, a través de la página web del Poder Judicial, informes en
/ relación a la Prisión Preventiva: Vigilancia Electrónica, los siguientes: 

1. Zoraida Avalas Rivera, Fiscal de la Nación 
2. Julio César Espinoza Goyena, por el Instituto de Ciencia Procesal Penal -

(INCIPP) 
3. Dina Maldonado Aysa, abogada. 
4. Ignacio André Rojas Vera, por el Taller de Derecho Procesal "Mario

Alzamora Valdez" de la Facultad de Derecho de la Universidad Nacional
Mayor de San Marcos. 

/ 5. Teodorico Claudia Cristóbal Támara, abogado.
I 

5. 0 La segunda etapa consistió en el desarrollo de la Audiencia Pública que se
realizó el martes 9 de julio de 2019. Hizo uso de la palabra, en cuanto a la Vigilancia
Electrónica: Julio César Espinoza Goyena, por el Instituto de Ciencia Procesal Penal
(INCIP) 

6. 0 La tercera etapa residió, primero, en la sesión reservada de análisis, debate,
deliberación de las ponencias; y, segundo, en la votación y obtención del número
coiittorme de votos necesarios, por lo que, en la fecha, se acordó pronunciar el
Acuer o Plenario que se emite conforme a lo dispuesto en el artículo 116 de la
LOPJ, ue faculta a las Salas Especializadas de la Corte Suprema de Justicia de la

'.l)Repú ica a pronunciar resolucion vinculantes con la finalidad de concordar y
mir criterios jurisprudenciales e han de ser de obligatorio cumplimiento en

todas las instancias judiciales. 
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7.0 Han sido ponentes los señores SAN MARTÍN CASTRO, SEQUEIROS
CASTAÑEDA ESPINOZA y CHÁ VEZ MELLA.

- -- - - ---
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11. FUNDAMENTOS JURÍDICOS

§1.ASPECTOSGENERALES

l. 0 El XI Pleno Jurisdiccional Penal planteó el tratamiento de la "vigilancia
electrónica personal" como uno de los temas materia de evaluación, a fin de
examinarla, desde la perspectiva jurídica y social, como una alternativa razonable a
la pena privativa de libertad y a la prisión preventiva, que contribuya al uso más
racional de la primera y excepcional de la segunda. Se trata de consolidar esta
perspectiva político criminal y desarrollar baremos jurisprudenciales para su uso

0; 
ás intensivo, que aleje al interno o imputado del mecanismo desocializador de las

árceles.
I ' 

• 
0 La vigilancia electrónica personal -cuyo origen puede situarse en la década de

los sesenta del siglo pasado en Estados Unidos y se potenció en la década de los
ochenta ante la sobrepoblación y el hacinamiento carcelario, así como ante la
configuración de una tecnología más segura y viable [LOLI PRUDENCIO, LUCY
LILIAN: Vigilancia Electrónica Personal y su incidencia en la pena privativa de
libertad en el sistema penal peruano, Tesis de Maestría, Universidad Nacional

1/ Santiago Antúnez de Mayolo, abril, 2016, pp.10-14]- tiene como antecedente
nacional la Ley 29499, de 16 de enero de 2010, que incorporó el artículo 29-A al
Código Penal, modificó el artículo 52 del Código Penal e hizo lo propio con los

ículos 135 y 143 del Código Procesal Penal, así como con los artículos 50, 52, 55
! 56 del Código de Ejecución Penal.

oo Todas estas disposiciones legales están circunscriptas a la implementación de la
1 vigilancia electrónica personal, y constituyen antecedentes del Decreto Legislativo

vigente 1322, de 6 de enero de 2017. Este precepto se desarrolló, primero, por su
Reglamento aprobado por Decreto Supremo 004-2017-füS, de 9 de marzo de 2017,
y el Decreto Supremo 006-2018-JUS, de 15 de mayo de 2018; y, segundo, por el
Decreto Supremo 008-2016-füS, de 21 de julio de 2016, que aprobó los protocolos
específicos de actuación interinstitucional para la aplicación de la vigilancia
electrónica personal establecida por la Ley 29499, y por la Resolución Suprema
0163-2016-füS, de 11 de julio de 2016, que aprobó los ';Protocolos de ejecución de
la vigilancia electrónica personal", así como por la Resolución Ministerial 0133-

-ms, de 5 de abril de 2019, que aprobó la "Directiva para normar el
finan iamiento de la vigilancia electrónica personal".

,. oo P r otra parte, el 15 de mayo de 20 8 se publicó el Decreto Supremo 006-2018-
/1 

, que aprobó el calendario oficial impleme iva de la vigilancia
/Í 
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,...._
electrónica personal en los distritos judiciales de Lima Norte, Lima Sur, Lima 

 
Este, 
_______ _

Callao y Ventanilla. 
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oo Cabe apuntar que el primer dispositivo electrónico se colocó el 21 de julio de 
201 7, siete largos años después de la primera ley de la materia [MILLA V ÁSQUEZ, 
DIANA: LA VIGILANCIA ELECTRÓNICA PERSONAL. En: https://www.peruweek.pe/la­
vigilancia-electrónica-personal/. Tomado el 22 de agosto de 2019]. 

3. 0 Según el artículo 1 del Decreto Legislativo 1322, la vigilancia electrónica 
personal -en adelante, la Ley- se concibe: l. Como una p¡zna, aplicable por 
conversión (artículo 29-A del Código Penal, según la Ley 29499, de 19 de enero de 
2010) -"tipo de pena aplicable por conversión", señala expresamente el artículo 8.1 
del Reglamento-; en pureza, como un sustitutivo penal o subrogado penal, en tanto 
instrumento de despenalización y de flexibilización del rigor de las decisiones 
punitivas del Estado [PRADO SALDARRIAGA, VÍCTOR: Medidas Alternativas a la 

pena privativa de libertad y el anteproyecto de 2008/2009. En: Gaceta Penal & 
Procesal Penal, Tomo XII, Lima, 2010, p. 49]. 2. Como una r¡zstrieeión para la 

m¡zdida d¡z eompar¡ze¡zneia -alternativa a la prisión preventiva- (artículo 288, 
apartado 5, del Código Procesal Penal, según el Decreto Legislativo 1229, de 25 de 
septiembre de 2015). 3. Como un b¡zn¡zfieio p¡znit¡zneiario o propiamente como un 
mecanismo de monitoreo que se acompaña a los beneficios penitenciarios de semi 
libertad y de libertad condicional (artículo 53 del Código de Ejecución Penal, según 
el Decreto Legislativo 1296, de 30 de diciembre de 2016). 

i 

( 1 oo Su aplicación se extiende, en consecuencia, al Derecho penal material, al Derecho 
" procesal penal y al Derecho de ejecución penal (penitenciario, específicamente).Y, 

en su base, está inspirada -o debe estarlo- en la Resolución 45/11 O, adoptada por la 
Asamblea General de la ONU de 14 de diciembre de 1990, que aprobó las Reglas 
mínimas de las Naciones Unidas sobre las medidas no privativa de libertad o Reglas 
de Tokio [LOLI PRUDENCIO, LUCY LILIAN: Obra citada, p. 51]. 

4.0 La vigilancia electrónica personal tiene una natural¡zza múltipl¡z, para facilitar las 
opciones en libertad del sistema penal. Es una medida que restringe la libertad 
deambulatoria y, como tal, puede concebirse mayormente como una medida 
restrictiva de la libertad -salvo si se trata de una radicación en un lugar determinado 
sin opciones de salida, que se convertirá en una pena privativa de libertad atenuada o 
en una restricción del arresto domiciliario, solo apta para evitar el desarraigo del 
penado o imputado y, además, su fuga-. 

5.
0 Vist mo una pena, la vigilancia electrónica personal tiene ventajas en materia 

ión general e incluso especial. No es desocializadora ni produce contagio 
y al aplicarse de modo continuo el condenado recibe cortas pero int 

as que no le pertur us 
· 

con · · a la s
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a la pena de prisión en España, Servicio de Publicaciones Defensor del ueblo -
---------

Un i ver sida d de Granada, Madrid, 2013, p. 401]. Luego, no solo se trata de disminuir 
PODER JUDICIAL el hacinamiento carcelario ni de reducir la reincidencia, como alude el artículo 2 de 

la Ley -tal es el objetivo principal e inmediato de la reforma: deshacinamiento de 
los centros penitenciarios [USCAMAYTA CARRASCO, WILFREDO: La vigilancia
electrónica personal: su aplicación y consecuencias. En: Revista Lex, Universidad 
San Antonio Abad del Cusco, número 17, año XIV, 2016-1, p. 183], sino que 

� 

también apunta a otros fines. Incluso, conforme a los artículos 13 del Decreto 
Supremo 004-2017-füS, de 9 de marzo de 2017, y 8-A.3 del Decreto Supremo 006-
018-füS, de 9 de marzo de 2017, de 15 de mayo de 2018 -en adelante, el

Reglamento-, la perspectiva preventivo especial se refuerza, tratándose de esta pena 
r convertida, al ofrecer al penado la participación en las actividades y/o programas 

/ 

/ ue promuevan una adecuada reinserción social. Por tanto, amén de propiciar el �7 �scongesti�namiento carcelario, el Estado pers_ig�e ��a mejor� sus_tancial en los
�· 1veles de vida, sobre todo en el proceso de soc1ahzac10n del suJeto mfractor de la 

, / norma penal, como se precisa en la Exposición de Motivos del Proyecto de Ley de la 
materia. 
oo Asimismo, desde la perspectiva económica, la vigilancia electrónica personal es 
una medida alternativa mucho menos onerosa que la pena privativa de libertad o el 
encarcelamiento preventivo. Ha reconocido, al respecto, la Comisión Interamericana 

(j de Derechos Humanos que su coste, según informes del Instituto Nacional
Penitenciario -en adelante, INPE-, será de 196 dólares americanos mientras el 
internamiento carcelario será de 365 dólares [Informe CIDH sobre medidas dirigidas 

reducir el uso de la prisión preventiva en las Américas, de 3 de julio de 2017, párr. 
132], por lo que es de rigor adoptar una política social más intensiva para evitar que
por razones económicas los penados e imputados no puedan acogerse a esta 
alternativa. Es lamentable, como señaló el presidente del INPE, que hasta el presente 
año 2019, y durante dos años, la vigilancia electrónica personal solo alcanzó a 25 
personas (El Comercio, 14 de mayo de 2019, p. 22), frente a una población 
penitenciaria, a febrero de 2019, de 112,556 personas, de las cuales 91,343 
pertenecen a la población intramuros (en cárceles) y 21,213 a la población 
extramuros (a cargo del Medio Libre) [MILLA VÁSQUEZ, DIANA: LA VIGILANCIA 
ELECTRÓNICA PERSONAL. En: https://www.peruweek.pe/la-vigilancia-electrónica­
personal/. Tomado el 22 de agosto de 2019]. 
oo Por otra parte, si la vigilancia electrónica personal se la concibe como una medida 
de coerción personal permite, desde el uso de la tecnología, garantizar -sin mayores 
injerencias al derecho a la intimidad del imputado- que no se concrete el peligro de 
fuga y se mantenga la sujeción del imputado al proceso. 

y ( artícul ' 3 .1) define la vigilancia electrónica personal como "[ ... ] 
de contr que tiene por finalidad monitor ,.........,,,..,,.,,... dos com 
, d de un radio de acción laza , 
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domicilio o lugar que señalen estos". Por tanto, se trata de una medida (pena co-n_v_ert_id_a ______ _ 

-sustitutivo penal o subrogrado penal- o restricción específica de la comparecencia,
según el caso) que se articula como un control continuado mediante medios
tecnológicos que permita simultáneamente al penado o imputado una limitada
libertad de desplazamiento espacial. Señala, al respecto, el artículo 9, segundo
parágrafo, literal f), de la citada Ley, que el radio de acción y desplazamiento del
dispositivo electrónico tiene "[ ... ] como punto de referencia el domicilio o lugar señalado por
el penado o imputado"; y, de ser el caso, para su desplazamiento"[ ... ] debe establecer las
rutas, parámetros de desplazamiento, periodo de tiempo y horarios, siempre que contribuya a la
reinserción o disminuya el peligro procesal". Los radios de acción y desplazamiento
ueden ser dos: (i) dentro del perímetro del domicilio -luego, en este caso, funciona 
orno una medida de control para el cumplimiento efectivo del arresto domiciliario-; 
, (ii) como tránsito restringido, entre otros que defina el juez, a establecimientos de 
lud, centros de estudios, centros laborales y otros lugares que han sido 
eviamente programados y judicialmente autorizados (artículo 6 del Reglamento). 

7.0 La vigilancia electrónica personal se aplica, como pena, al momento de dictarse 
sentencia o con posterioridad a la imposición de una pena firme -propiamente, 
mediante un incidente de ejecución-, y como medida de coerción personal tanto (i) 
inmediata -de inicio- (il) cuanto mediata, es decir, ya impuesta -específicamente, de 

1/ prisión preventiva, vía cesación de la misma-. No necesariamente se impone en la

1 sentencia condenatoria al fijarse la pena o directamente como una comparecencia ¿l restrictiva, salvo que en autos consten cumplidos los presupuestos y medios de 
prueba documentales que lo permitan y hubieran sido materia de debate -que el 
juez, planteadas por las partes, siempre debe promover-. Así se desprende de lo 
estatuido en el artículo 8.1 del Reglamento para el caso de la pena y en el artículo 
7.2 del Reglamento. 
oo Por tanto, de un lado, se suscita un incidente secuencial una vez culminen los 
alegatos finales o un incidente de ejecución penal luego de expedida la sentencia 
firme; y, de otro lado, un incidente de revocatoria o cesación de la prisión 
preventiva por la de vigilancia electrónica personal o un planteamiento alternativo y 
directo al momento de definirse la medida de coerción personal. 

8.0 Las notas más earaet¡zrístieas de la vigilancia electrónica personal, desde el 
procedimiento respectivo, son las siguientes. Primera, solo procede a petición de 
parte, del propio interesado (penado o imputado), aunque también puede proponerla 
el fiscal, en cuyo caso debe ser irremediablemente aceptada por el imputado. 
Segunda, para su adopción se requiere de una preceptiva audiencia de vigilancia 
electró · a personal -o, en todo caso, que esta medida hubiera sido materia de una 

tica contradictoria en la audiencia c rrespo diente, sea principal (propia del miento l o preparatoria (propia de tren rator ) o postulada, 
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en vía de una moción de parte en la audiencia preliminar (propia de a eta a ----

intermedia)-. 
oo Por consiguiente, el juez no puede imponerla de oficio o sorpresivamente, tanto 
más si se requiere que la solicitud se escolte de varios anexos, fijados en el artículo 
5-A del Reglamento.

§ 2. VIGILANCIA ELECTRÓNICA PERSONAL COMO MEDIDA DE COERCIÓN PERSONAL

9.0 Según el artículo 6, literal a), de la Ley, la vigilancia electrónica personal se 
erige: l. Como una alternativa (i) a la medida de prisión preventiva impuesta -ya 
ejecutada o pendiente de ejecución- (reformarla, vía cesación de la prisión 

reventiva, por un mandato de comparecencia restrictiva con la imposición de la 
estricción de vigilancia electrónica personal), o (ii) a las propias restricciones ya 
plicadas para cambiarlas, total o parcialmente, por aquélla. 2. Como una opción 

, irecta de comparecencia con restricciones, en caso consten en autos la prueba 
1 documental y demás exigencias previstas por la Ley y el Reglamento. En todo caso,

1
es de aplicación el artículo 288, inciso 5, del Código Procesal Penal, según el 
Decreto Legislativo 1229, de 25 de septiembre de 2015, por lo que se configura, 

B
siempre, como restricción típica de la comparecencia desarrollada por el artículo 287 
del citado Código. 

1 oo Es obvio, desde esta concepción normativa, que la vigilancia electrónica personal 
,,, 1/ tiende a disminuir las medidas privativas de libertad o de encarcelamiento 
\ preventivo. Como tales, resultan compatibles con la tutela del proceso. Por tal razón, 
· su finalidad se dirige a garantizar la permanencia del imputado en el proceso

(1 
[ conforme: LOLI PRUDENCIO, LUCY LILIAN: Obra citada, p. 58].
oo La especialidad procedimental de esta restricción, empero, estriba en que para
imponerla se requiere, por lo general, de un trámite especial, ya indicado líneas
arriba: pedido de parte expreso y ratificación en la audiencia de vigilancia
electrónica personal, medios de prueba documentales específicos y preceptiva
audiencia con debate contradictorio con la Fiscalía.

10.0 El artículo 7 del Reglamento, que regula el procedimiento de la vigilancia
electrónica personal para los procesados, estipula que, en efecto, esta medida
procede como una alternativa a la prisión preventiva por comparecencia restrictiva o
por cesación de la prisión preventiva. Debe aclararse, sin embargo, que la cesación
de la prisión preventiva (artículo 283 del Código Procesal Penal) está referida a
presos preventivos que están sufriendo el encarcelamiento o aquellos que tienen
dictado en su contra mandato de prisión preventiva pero que no han sido capturados
o puestos a disposición de la justicia. No hace falta, para la cesación de la prisión

· , que el imputado se encuentre sufriendo efectivo encarcelamiento
· solo es necesar10 que la a toridad j ial ha ·ctado un mandato
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oo De otro lado, la medida de comparecencia con la restricción de vigilancia 
----=--:-:--------

electrónica personal puede ser pedida, si se trata de una audiencia de prisión 
preventiva, como una pretensión propia del imputado frente a la formulada por el 
Ministerio Público. Incluso el fiscal, antes de las cuarenta y ocho horas de la 
audiencia de prisión preventiva y dentro de ella, también puede solicitarla variando 
su inicial pretensión de prisión preventiva. La procedencia de la misma estará 
condicionada, desde luego, a que se cuenten con los medios de prueba documentales 
necesarios (artículo 7.2 del Reglamento). El informe favorable de verificación 
técnica emitido por el INPE, asimismo, es indispensable para la estimación de esta 
medida. 

11.0 La vigilancia electrónica personal está sujeta a tres presupuestos materiales: l. 
Presupuestos técnicos, 2. Presupuestos jurídicos. 3. Presupuestos económicos 
[MILLA V ÁSQUEZ, DIANA GISELLA: Beneficios penitenciarios y otras instituciones 

penitenciarias, Instituto Pacífico, Lima, 2019, pp. 661-663]. 
oo Los pnzsupu¡zstos ttenieos condicionan la procedencia de la medida de vigilancia 
electrónica personal a la disponibilidad de los dispositivos electrónicos por parte del 
Estado y, además, que conste un informe positivo de verificación técnica del 
domicilio o lugar donde se va a cumplir la medida, así como del lugar de trabajo o 

r I de cualquier otro lugar donde el beneficiario se vaya a desplazar, a los efectos de 
que se pueda realizar el monitoreo de los desplazamientos del imputado. 
oo Los pnzsupu¡zstos jurídicos están sujetos a la acreditación, mediante prueba 
documental, de lo dispuesto en el artículo 5 de la Ley. El indicado precepto legal 
estableció una (i) regla general -referida a la entidad del delito y a su reacción 
punitiva: mínima mediana lesividad del hecho-, seguida de (ii) exclusiones según el 
delito imputado -se incorporó un listado extenso y preciso, bajo criterios de política 
criminal por considerarlas una grave amenaza para la seguridad ciudadana-, el tipo 
normativo de peligrosidad individual (reincidentes o habituales) y de conductas 
anteriores que merecieron revocatoria de las penas no privativas de libertad, así 
como de (iii) una pauta de priorización según especiales condiciones del imputado 
radicadas en motivos humanitarios -esta última, debe entenderse, en tanto esta 
institución jurídica, entro otros fines, busca fomentar la desprisionización, que la 
prioridad debe referirse en el orden de atención o el trámite de las solicitudes, sin 
que ello implique que los casos pospuestos se dejarán de atender [Ríos PATIO, GINO: 
El Grillete Electrónico: ¿efectiva desprisionización? Universidad San Martín de 
Porres, Repertorio Académico, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 2016]. 
oo Los pr¡zsupu¡zstos ¡zeonómieos, en principio, se articulan en que el beneficiario 
debe asumir, según sus condiciones socioeconómicas, los costes del servicio de 
vigilancia lectrónica ersonal, salvo ex resa exoneración, total o parcial, por orden 
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12.0 La nzgla g¡zn¡zral es que la vigilancia electrónica personal procede, para el caso 
-..--------

de los procesados, "[ ... ] cuando la imputación se refiera a la presunta comisión de de itas 
PODER JUDICIAL 

sancionados con una pena no mayor a ocho (08) años" ( artículo 5, apartado 1, literal 'a', de 
la Ley). La pena prevista, más allá de la indefinición del texto normativo, debe ser, 
como se optó para la prisión preventiva y para los condenados, la p¡zna eoner¡zta 
pronosticada, que no será mayor a ocho años de privación de libertad. Una razón 
fundamental para justificar esta opción hermenéutica estriba en que (i) si se trata de 
una limitación de un derecho fundamental (libertad de tránsito o deambulatoria y, en 
ciertos casos, de la propia libertad personal), entonces, la interpretación debe ser 
extensiva ( artículo VII, apartado 2, del Título Preliminar del Código Procesal 
Penal); y, además, (ii) el principio-derecho igualdad ante la ley se vulneraría en la 

edida en que tratándose de una misma institución jurídica se optan por dos 
aremos distintos (para la medida de coerción y para la pena, para el imputado y 

Ú� ara el penado) sin justificación razonable alguna. La vigilancia electrónica personal
-V: ¡ omo pena y como medida de coerción persiguen evitar la privación de libertad en 

/ un establecimiento penal y sus efectos criminógenos, por lo que no puede haber 
diferencias de aplicación entre pena efectivamente impuesta y pena probable. Se 
impone, pues, una interpretación conforme a la Constitución, unificadora de ambos 
supuestos y que, desde luego, el texto de la ley -el sentido literal posible de la 
norma- no impide. 

13. 0 El literal c) del apartado 1 del artículo 5 de la Ley incorpora excepciones 
untuales en función a determinados delitos, lo que podría explicarse por razones de 

prevención general dada la gravedad de los mismos, la alarma social por su 
comisión y los bienes jurídicos lesionados o puestos en peligro. Empero, lo que 
permite dudar de su corrección jurídica sería que, en pureza, incorpora presunciones 
iure et de iure, de suerte que los intervinientes en esos delitos, pese a que se les puede 
imponer una pena no mayor de ocho años de privación de libertad -expresión de su 
mediana gravedad, de por sí son peligrosos y no cumplirían las reglas de seguridad 
que esta institución consagra -criterio último que solo funcionaría, en el caso 
concreto, si se concluye que la reinserción social no será más efectiva en medio libre 
o que huiría o se involucraría en obstaculizar la actividad de esclarecimiento del
proceso penal, que el propio artículo 3 .1, literal a), a contrario sensu, consagra como
eje del principio de proporcionalidad de la medida, y que el literal b) de ese precepto
afirma como pauta fundamental de individualización de la medida-.

14. 0 Desde la perspectiva individual se requiere que el imputado no tenga la 
condición de reincidente o habitual y que con anterioridad no se le haya revocado 
una pena ·vativa de libertad no efectiva o un beneficio penitenciario, así como que 
enga arraigo laboral,. familiar y social tal como s d prende del artículo 5-A del 

Reglamento. En co secuencia, se ent · de que si 
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unidos al delito atribuido, respecto del que existe sospecha fuerte de co isión, y 
�.,,..--.,--------

PODER JUDICIAL 
siempre que no estén en la lista de delitos inexcarcelables a través de la vigilancia 
electrónica personal, así como que reúnan las condiciones de arraigo 
correspondientes, el juez deberá conceder esta medida. 

g § 3. OTROS SUPUESTOS DE APLICACIÓN DE LA VIGILANCIA ELECTRÓNICA PERSONAL

15. 0 El artículo 8.2, párrafo segundo, del Reglamento estipula que la vigilancia 
electrónica personal también procede "[ ... ] dentro del proceso especial de terminación 
anticipada o en la conclusión anticipada del juicio oral -conformidad procesal, diríamos nosotros­
[ ... ]". Empero, esta disposición se ubica en el supuesto de vigilancia electrónica 
ersonal respecto de condenados; y, de otro lado, no se pronuncia respecto del 

proceso especial de colaboración eficaz. 

16.
0 Es de preguntarse si en los dos procesos especiales aludidos y en el proceso 

común en caso de conformidad procesal es posible la utilización de la vigilancia 
electrónica personal como medida de coerción personal. Si bien no está definida una 
exclusión de principio a esta posibilidad, su aplicación (para el proceso especial de 
terminación anticipada y la conformidad procesal en el proceso común) solo sería 
viable durante la sustanciación del procedimiento de impugnación de sentencia, así 
fuere el caso y siempre que se cumplan los presupuestos y condiciones que Ley y el 

� Reglamento preceptúan -por lo demás, también podría discutirse la aplicación de la(7 vigilancia electrónica personal en el proceso común cuando se pide la reforma o la
sustitución de las medidas de coerción en la etapa intermedia (artículo 350, apartado
1, literal 'c', del Código Procesal Penal). Recuérdese que mientras la sentencia no
quede firme la privación de libertad solo tiene una función cautelar y aseguratoria de
la prueba.

17. 0 El proceso de colaboración eficaz, mientras dure su tramitación, también 
permitiría la aplicación, como medida de coerción personal, de la vigilancia 
electrónica personal. Es de tener presente que una de las fases más importantes de 
este proceso penal especial es la corroboración, de suerte que durante su interregno, 
si se cumplen determinados -no todos- presupuestos y condiciones de imposición 
de la vigilancia electrónica personal será posible hacer uso de ella. Las reglas 
específicas de la imposición o, de ser el caso, de la variación de la medida de 
coerción están fijadas, como pautas autónomas, en el artículo 473, apartados 4, 5 y 
6, del Código Procesal Penal; solo en defecto de ellas y siempre que no alteren la 
lógica de la colaboración y tutela del solicitante de colaboración, será factible 
aplicar las reglas generales. 

ículo 8.3 el Reglamento estipula que e los casos arriba contemplados 
los requisitos que definen la v"gilan ia electrónica persona, se 
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debe acompañar el informe de verificaciones técnicas a cargo del INPE. Su usencia
----------

determinará la suspensión de la audiencia hasta recabarlo -que será una regla 
general cuando éste no corra anexado en autos en todo tipo de situación procesal-. 

§ 4. RESOLUCIÓN QUE OTORGA LA VIGILANCIA ELECTRÓNICA PERSONAL

19.0 La vigilancia electrónica personal está sujeta al cumplimiento de determinadas 
restricciones y reglas de conducta. Así lo disponen el artículo 9 de la Ley, así como 
los artículos 7.4 y 8-A.3 del Reglamento. El auto judicial que la acoge debe 
señalarlas expresamente ( artículo 7.4 del Reglamento). 
oo El artículo 9 de la Ley prevé ocho reglas de conducta taxativas -de necesaria 
inclusión- y una cláusula abierta "Las demás que considere importantes para una adecuada 
ejecución de la medida impuesta". El límite para su determinación es, obviamente, que 
"[ ... ] afecten o puedan afectar el bienestar de la persona" ( artículo 6.2 del Reglamento). 
oo Tratándose de vigilancia electrónica personal para imputados, las reglas apuntan, 
tendencialmente, como no puede ser de otra manera, a evitar el riesgo de fuga o de 
obstaculización, es decir, garantizar la incolumidad de la restricción coercitiva. Así, 
incluso, es la perspectiva cuando se trata de establecer rutas, parámetros de 
desplazamiento, periodos de tiempo y horarios cuando se opte por la vigilancia 
electrónica con tránsito restringido: eficacia del seguimiento y monitoreo en tanto 
regla de carácter técnico interna, de un lado; y, reducción del peligro procesal, en 
tanto regla propiamente procesal y finalista, de otro lado ( artículos 12.1 de la Ley y 
6.2 del Reglamento). 

20. 0 El artículo 8-A del Reglamento impone otra regla de conducta: "[ ... ] la
participación del beneficiario en las actividades y/o programas que promuevan una adecuada 
reinserción social o control de la medida en los establecimientos de medio libro, teniendo en cuenta 
el lugar donde se cumplirá esta medida". Empero, esta regla de conducta se circunscribe a 
los penados, no a los imputados ( artículos 13 y 14 del Reglamento), pues la garantía 
de presunción de inocencia como regla de tratamiento impide tal posibilidad porque 
importaría considerar a los imputados implícitamente presuntos culpables. 

§ 5. REVOCATORIA DE LA VIGILANCIA ELECTRÓNICA PERSONAL

21. 0 La vigilancia electrónica personal, como toda restricción procesal de la libertad 
de tránsito, está sujeta no solo a la nota característica del rebus sic stantibus, o sea 
puede ser reformada si cambian las circunstancias que determinaron su imposición 
( artículo 25 , apartado 2, del Código Procesal Penal), sino también a la nota 
c enstica de variabiltdad, por lo que pueden sus · ·rse si se infrinjan las reglas 
de conducta impuesta , teniendo en cuenta "[ ... ] la en idad, los motivos y las circunsta as 
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1 de la trasgresión, así como la entidad del delito imputado" (artículo 256 del Código ----------

PODER JUDICIAL 
Penal). 

22.
0 El artículo 13 de la Ley incorpora un crit�rio progr�sivo para poder revocar la 

vigilancia electrónica personal. En tal virtud, solo se impondrá la amonestación 
frente al incumplimiento -doloso o culposo- de una regla de conducta y, también, 
cuando el INPE comunique una alerta leve. Al respecto, el artículo 11.1, literal a), 
del Reglamento define la alerta leve como aquella emitida por el dispositivo al 
Centro de monitoreo que pretende advertir alguna anomalía técnica que puede ser 
producida por factores ajenos al beneficiario. Este criterio ciertamente es 
desproporcionado, en la medida en que los defectos del dispositivo no son de cargo 
del imputado al no haberlo manipulado ni dañado -se entiende, dolosa o 
culposamente-. 
oo El artículo 11.1, literal b ), del Reglamento, impone la revocatoria de la medida 
impuesta y su conversión en prisión preventiva, cuando, alternativamente, el 
imputado (i) haya reincidido en la comisión de un nuevo delito -se requiere una 
sentencia firme que lo acredite y, obviamente, por un delito cometido después del 
delito que motivó la vigilancia electrónica personal y, además, se circunscribe a la 
vigilancia electrónica personal como pena dado que solo así es posible afirmar que 
se cometió un nuevo delito-; (ii) se haya dictado prisión preventiva en un proceso 

r I distinto; (iii) haya infringido reiteradamente alguna regla de conducta -más de una
vez, esto es, dos o más veces, sin que haga falta un requerimiento previo-; (iv) dañe 
el dispositivo o el servicio de tal manera que impida el monitoreo o control; o ( v)

cuando el INPE haya comunicado una alerta grave o muy grave. Estas alertas 
importan, en el primer caso (grave) cuando se advierte que el imputado ha iniciado 
acciones que atentan contra la continuidad del servicio, entre los que contemplan 
violaciones al radio de acción, desplazamiento u horarios y tiempos, según sea el 
caso. La alerta muy grave se produce cuando se reportan daños o acontecimientos 
irreversibles al dispositivo de vigilancia electrónica o al servicio que no permitan el 
monitoreo y control del beneficiario. 

23.0 Una r�gla d� conducta es el cumplimiento oportuno del costo por el uso del 
dispositivo electrónico, de ser el caso (artículo 9, literal 'e', de la Ley). A este 
respecto el artículo 5, numeral 3, del Reglamento señaló que los costos del servicio, 
fijados mediante una Directiva aprobada por Resolución Ministerial de Justicia y 
Derechos Humanos, se erigen en presupuestos económicos para la aplicación de la 
vigilancia electrónica personal, que tendrá en cuenta las condiciones 
socioeconómicas del beneficiario, salvo que judicialmente pueda exonerarse total o 
parcialmente. El informe socioeconómico del INPE estudia este aspecto, conforme 

6 del Reglamento. 
oo Es claro que si se fijó un monto individuali 
imputado está n condiciones de solven arlo -cost 
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servicio de vigilancia electrónica-. Empero, no necesariamente la falta de p go será

doloso o culposo -únicos supuestos de revocatoria directa-. En determ-m�-a _,...o_s ______ _ 
supuestos el pago será imposible, en términos absolutos o relativos, al variar las 
condiciones económicas del imputado, en cuyo caso la revocatoria no será factible. 
En todo caso el juez, siempre que se invoque, recabará un Informe socioeconómico 
ampliatorio -sin perjuicio de prueba idónea que pueda presentar el imputado- para 
determinar si, en efecto, la condición económica del imputado varió de tal manera 
que impidió el cumplimiento de pago del dispositivo y del servicio. 

24.0 La decisión de revocatoria se decide por el juez en una audiencia (artículo 13.2 
de la Ley y 12.1 del Reglamento). La pretensión de revocatoria o de amonestación, 
en su caso, debe ser presentada por el fiscal. El principio de rogación, garantía de la 
imparcialidad judicial, exige esta opción, más allá de que el artículo 10.1 del 

eglamento estipula que, como consecuencia del monitoreo -registro de los eventos 
producidos durante la ejecución de la medida-, el INPE emite informes mensuales 
que se cursan al fiscal y al juez que dictó la medida. Esto último no constituye, en 
pureza, un pedido de revocatoria, sino una mera dación en cuenta, por lo que 
corresponderá al fiscal una primera evaluación y determinación si corresponde instar 
o no la revocatoria. La solicitud de revocatoria, en forma, ha de ser planteada por el.
Ministerio Público a través de un requerimiento fundado.

25. 0 La audiencia de revocatoria de la vigilancia electrónica personal en caso de 
medida coercitiva, conforme al artículo 8-A del Reglamento, frente al pedido del 
fiscal, acompañada de los recaudos probatorios correspondientes, se realiza dentro 
de las cuarenta y ocho horas de recibido el requerimiento de revocatoria por el 
Ministerio Público. Los preceptos de remisión son los aiiículos 271 y 283 del 
Código Procesal Penal 
oo La audiencia, conforme al artículo 12.2 del Reglamento, tiene el carácter de 
inaplazable y se realiza con la presencia obligatoria del fiscal, la defensa y el 
beneficiario -si este último se niega a estar presente o no es habido, solo será 
necesaria la presencia de su defensor-. Las diligencias inaplazables son aquellas 
fijadas en el artículo 85, apartado 1, del Código Procesal Penal, que el Reglamento 
extiende a las audiencias de revocatoria de la vigilancia electrónica personal. 
Respecto del defensor, si éste no asiste, se reemplazará por otro que en ese acto 
designe el beneficiario o por un defensor público -sin perjuicio de la sanción que se 
impondrá al defensor inasistente-. El objetivo es que la audiencia no se aplace, pese 
a eventuales inasistencias del imputado o de su defensa de confianza. 
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111. DECISIÓN

26° En atención a lo expuesto, las salas penales Permanente, Transitoria y Especial 
de la Corte Suprema de Justicia de la República, reunidas en el Pleno Jurisdiccional, 
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 116 de la LOPJ: 

ACORDARON 

27°. ESTABLECER como doctrina legal, los criterios expuestos en los fundamentos 
jurídicos 9 al 25 del presente Acuerdo Plenario. 

28. 0 PRECISAR que los principios jurisprudenciales expuestos que contiene la 
doctrina legal antes mencionada deben ser invocados por los jueces de todas las 
instancias, sin perjuicio de la excepción que estipula el segundo parágrafo del 
artículo 22 de la LOPJ, aplicable extensivamente a los Acuerdos Plenarios dictados 
al amparo del artículo 116 del citado Estatuto Orgánico. 

29°. DECLARAR que, sin embargo, los jueces que integran el Poder Judicial, en aras 
de la afirmación del valor seguridad jurídica y del principio de igualdad ante la ley, 
solo pueden apartarse de las conclusiones de una Acuerdo Plenario se incorporan 
nuevas y distintas apreciaciones jurídicas respecto de las rechazadas o desestimadas, 
expresa o tácitamente, por la Corte Suprema de Justicia de la República. 

30°. PUBLICAR el presente Acuerdo Plenario en el diario oficial El Peruano. 
HÁGASE saber. 

S.s.

SAN MARTÍN CASTRO 

PRADO SALDARRIAGA 

SALAS ARENAS 

BARRIOS AL V ARADO 

FIGUEROA NAVARRO 

BALLADARES APARICI 

PRÍNCIPE TRUJILLO 
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CORTE SUPREMA  
DE JUSTICIA  
DE LA REPÚBLICA 

 SALA PENAL PERMANENTE 
 RECURSO DE NULIDAD N.° 1137-2020 
 ÁNCASH 

Conversión de pena improcedente 

El proceso penal se instauró bajo las 
disposiciones legales del Código de 
Procedimientos Penales, por lo que no son 
aplicables las pautas del Código Procesal Penal 
(Decreto Legislativo número 957, del veintinueve 
de julio de dos mil cuatro), en lo atinente al 
sistema de audiencias. En el antiguo sistema 
procesal penal, la realización de audiencias 
para resolver las incidencias propuestas no es 
preceptiva. 

Según el Decreto Supremo número 006-2018-JUS, 
del catorce de mayo de dos mil dieciocho, la 
vigilancia electrónica personal (sustento de la 
solicitud de conversión de pena) solo estaba 
vigente para los distritos judiciales de Lima, Lima 
Sur, Lima Norte, Lima Este, Callao y Ventanilla, no 
así en la jurisdicción de Áncash. 

Consiguientemente, el requerimiento de 
conversión de pena no tiene sustento legal y fue 
correctamente denegado.  

En ese sentido, el recurso de nulidad será 
desestimado.  

Lima, diecisiete de agosto de dos mil veintiuno 

    VISTOS: el recurso de nulidad 
interpuesto por el encausado EDGAR ELEAZAR GONZALES CHAFLOQUE 
contra el auto del veintidós de enero de dos mil veinte (foja 3509), 
emitido por la Segunda Sala Penal de Apelaciones de la Corte 
Superior de Justicia de Áncash, que declaró improcedente su 
solicitud de conversión de pena; en el proceso penal que se le siguió 
por el delito contra la administración pública-cohecho pasivo 
específico, en agravio del Estado.  

De conformidad con el dictamen del señor fiscal supremo en lo 
penal.  

Intervino como ponente el señor juez supremo COAGUILA CHÁVEZ. 

CONSIDERANDO 

§ I. Expresión de agravios

Primero. El procesado EDGAR ELEAZAR GONZALES CHAFLOQUE, en su recurso 
de nulidad del tres de febrero de dos mil veinte (foja 3529), denunció la 
infracción de los principios jurisdiccionales del debido proceso y la 
tutela judicial efectiva. Señaló que su requerimiento de conversión de 
pena fue resuelto de plano y sin audiencia. Sostuvo que se cumplieron 
los requisitos estipulados en el artículo 5 del Decreto Legislativo número 
1322, del cinco de enero de dos mil diecisiete, y en el artículo 29-A, 
segundo párrafo, del Código Penal; además, debieron aplicarse las 
disposiciones del Acuerdo Plenario número 02-2019/CJ-116, del diez de 
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septiembre de dos mil diecinueve, expedido por las Salas Penales de la 
Corte Suprema de Justicia de la República.  

En ese sentido, solicitó que se revoque el auto impugnado. 

§ II. Hechos objeto de condena penal

Segundo. Conforme a la sentencia del siete de octubre de dos mil 
dieciséis (foja 3349) y a la ejecutoria suprema recaída en el Recurso de 
Nulidad número 2870-2016/Áncash, del veinte de octubre de dos mil 
diecisiete (foja 3418), los hechos objeto de condena penal fueron los 
siguientes: 

2.1.  Los primeros días de junio de mil novecientos noventa y siete, la 
Fiscalía Suprema de Control Interno obtuvo información que 
indicaba que EDGAR ELEAZAR GONZALES CHAFLOQUE, en su condición 
de fiscal provincial provisional de la provincia de Marañón, solicitó 
la suma de S/ 2000 (dos mil soles) a Hipólito Aguirre Vega, a cambio 
de favorecerlo en una denuncia formulada en su contra. 

2.2.  Este último solo reunió S/ 1600 (mil seiscientos soles). Los billetes fueron 
adheridos con ninhidrina. El dinero, entregado en el despacho 
fiscal de EDGAR ELEAZAR GONZALES CHAFLOQUE, se tornó de color 
pardo negruzco. El operativo de detención contó con la 
presencia de la Policía y el representante del Ministerio Público.   

§ III. Fundamentos del Tribunal Supremo

Tercero. Mediante sentencia del siete de octubre de dos mil dieciséis 
(foja 3349), EDGAR ELEAZAR GONZALES CHAFLOQUE fue condenado como 
autor del delito de cohecho pasivo específico, en perjuicio del Estado, 
a siete años y seis meses de pena privativa de libertad, tres años de 
pena de inhabilitación, doscientos días de pena de multa y se fijó 
como reparación civil la suma de S/ 5000 (cinco mil soles). 

Ante ello, promovió el recurso de nulidad del trece de octubre de dos 
mil dieciséis (foja 3388). 

A través del auto del veinticuatro de octubre de dos mil dieciséis (foja 

3400), se concedió la impugnación formalizada. 

A su turno, mediante ejecutoria suprema recaída en el Recurso de 
Nulidad número 2870-2016/Áncash, del veinte de octubre de dos mil 
diecisiete (foja 3418), la Segunda Sala Penal Transitoria de la Corte 
Suprema de Justicia de la República declaró no haber nulidad en la 
aludida sentencia de primera instancia.  

Cuarto. El proceso penal se instauró bajo las disposiciones legales del 
Código de Procedimientos Penales, por lo que no son aplicables las 
pautas del Código Procesal Penal (Decreto Legislativo número 957, del 

veintinueve de julio de dos mil cuatro), en lo atinente al sistema de 
audiencias. 
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En el antiguo sistema procesal penal, la realización de audiencias para 
resolver las incidencias propuestas no es preceptiva. 

Quinto. Por otro lado, en el escrito del veintisiete de noviembre de dos 
mil diecinueve (foja 3498), se solicitó la conversión de pena por vigilancia 
electrónica. 

Ahora bien, según la primera disposición complementaria final del 
Decreto Legislativo número 1322, del cinco de enero de dos mil 
diecisiete: 

La presente norma entra en vigencia progresivamente en los diferentes 
distritos judiciales según calendario oficial que será aprobado por Decreto 
Supremo y refrendado por el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos. 
Para tal efecto, el Sector Justicia está facultado a impulsar 
procedimientos de selección o asociaciones público privadas para su 
implementación. 

A la vez, conforme al artículo 1 del Decreto Supremo número 006-2018-
JUS, del catorce de mayo de dos mil dieciocho, la vigilancia 
electrónica personal (sustento de la solicitud de conversión de pena) solo 
estaba vigente para los distritos judiciales de Lima, Lima Sur, Lima Norte, 
Lima Este, Callao y Ventanilla, no así en la jurisdicción de Áncash. 

Consiguientemente, el requerimiento de conversión de pena no tiene 
sustento legal y fue correctamente denegado.  

En ese sentido, el recurso de nulidad será desestimado.

DECISIÓN 

Por estos fundamentos, los señores jueces integrantes de la Sala Penal 
Permanente de la Corte Suprema de Justicia de la República 
DECLARARON NO HABER NULIDAD en el auto del veintidós de enero de 
dos mil veinte (foja 3509), emitido por la Segunda Sala Penal de 
Apelaciones de la Corte Superior de Justicia de Áncash, que declaró 
improcedente la solicitud de conversión de pena formulada por EDGAR

ELEAZAR GONZALES CHAFLOQUE; en el proceso penal que se le siguió por el 
delito contra la administración pública-cohecho pasivo específico, en 
agravio del Estado. Hágase saber y los devolvieron.  

S. S. 

SAN MARTÍN CASTRO 

SEQUEIROS VARGAS 

COAGUILA CHÁVEZ 

TORRE MUÑOZ 

CARBAJAL CHÁVEZ 

CCH/ecb



f
por lo

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

SAIA PENAT PERMANENTE

R.N. N" 4216-2009

TIMA

Limo, veinticinco de obril de dos mil once.-

VISTOS; el recurso de nulidod interpuesto
defenso técnico de lo encousodo Koren Hopuc chombo

Toboodo contro lo resolución superior de fecho dos de setiembre de
dos mil nueve, obronte o fojos lrescientos veintiuno, que decloró
improcedente lo solicitud de vorioción del mondoto de detención por

A "l de comporecencio restringido o fovor de lo referido encousodo;tt
\ f ínterviniendo como ponente el señor Jvez Supremo José Antonio Neyrolf
I Flores; de conformidod con lo opinodo por lo señoro Fiscol Supremo en
I

I lo Penol;
rN

U
CONSIDERANDOS:

Primero: Que, el obogodo defensor de lo encousodo chombo Toboodo
ol fundomentor su recurso de nulidod, obronte o fojos nueve del
cuodernillo formodo en esto instoncio Supremo, refiere que considero
injusto lo resolución superior recurrido, debido o que su potrocinodo
solicito lo vorioción del mondoto de detención poro poder ponerse o

erecho y resolver su situoción jurídico, yo que en el proceso penol no
xiste uno solo imputoción en su contro, por tonto, no quiere verse

odo de su libertod; de iguol formo olego que: l) sí existen nuevos
tos de pruebo ol tenerse lo monifiesto voluntod de su

potrocinodo de ponerse o derecho, poro lo cuol sólo se pide lo
vorioción del mondoto de detención poro que puedo defenderse en
octo pÚblico; il) o su defendido se le investigo por hober porticipodo en
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lo constitución de lo empreso Aspo Minero Industriol Sociedod de
ponsobilidod Limitodo, lo cuol fue utilizodo poro reolizor octividodes

relocionodos con el comercio de oro de origen ilegol, sin emborgo, lo
cierto es que fue sorprendido en su bueno fe, y en lodo coso dicho
empreso no cousó desmedro ol Estodo; ü lo medido excepcionol de
detención no debe opricorse como reglo generol, debido q que
restringe el derecho fundomentol de lo libertod personol; indico que en
el coso de su potrocinodo no existe el requisito concurente de peligro
procesol, debido o que tiene domicilio conocido y estó dispuesto o
cumplir los reglos de conducto que se importon; iv) en cuonto ol
principio de iguoldod debe tenerse en cuento que hon sido obsueltos
olgunos procesodos que sí hobríon tenido responsobilidod en los hechos
investigodos, conforme se oprecio de outos; preciso, que el principol
procesodo refirió que el Único que sobío de sus octividodes ilícitos ero
Corlos Guillermo Lodinez Toquiri, fundomento que sirvió poro obsolver o
los oludidos procesodos, siendo los Ejecutorios Supremos qu.e confirmon
los obsoluciones, los nuevos pruebos que corroboron lo inocenciq de su
defendido; v) lo único pruebo en contro de su potrocinodo y que se
escloreceró en el controdictorio, es lo constitución de lo empreso Aspo
Minero Industriql Sociedod de Responsobilidod Limitodo, sin emborgo,
ésto fue sorprendido poro dicho efecto, y no recibió ningún beneficio
ilegol, subsistiendo su presunción de inocencio, y le resulto oplicoble el
indubio pro reoi y, v¡) su defendido tiene trobojo conocido, osí como no
hon surgido ni surgirón nuevos pruebos o elementos por cuonto se troto
de un proceso reservodo.
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Segundo: Que, el ortículo ciento nueve de lo Constitución Político del

\PerÚ, estoblece que "Le Ley es obligotorio desde et día siguienfe de su publicoción

en el diorio oficiol, solvo drsposición controrio de /o mismo tey que posfergo su vigencio

en todo o en porte",' por tonto, poro efectos de mejor resolver lo que es

moterio de pronunciomiento en el presente coso, debe hocerse los

siguientes precisiones respecto o lo normotividod procesol en lo
RepÚblico del Perú, referidos o lo medido coercitivo personol de
mondoto de detención o prisión preventivo y lo oplicoción de lo Ley
procesol:

i) el ortículo ciento treinfo y cinco del Código Procesol penol - Decreto
Legislotivo número seiscientos treinto y ocho, de fecho veintisiete de obril de mil

novecientos novenio y uno-, estoblece que " El Juez puede dictor mandoto de
detención si ofendiendo o /os primeros recoudos ocompoñodos por e/ Fiscol provinciol
seo posib/e determinor: l. Que exisfen suficienfes elementos probotorio.s de /o comisión
de un delito que vincule olimputodo corno outor o partícipe de/ mismo (...). 2. eue /o
sonción o imponerse o lo surno de el/os seo superior o un oño de peno privotivo de
libertad (.'.)- 3.Que exisfen suficienfes elementos prgbotorios poro concluir que e/
impufodo intento eludir lo occión de lo lusficia o perturbor la octividod probotorio (...).
En todo coso, el Juez Penot podró revocor de oficio el mqndofo de detención
previomenfe ordenodo cuondo nuevos ocfos de rnvestrgoción pongan en cuesfión lo
suficiencio de los pruebos que dieron lugor o lo medido" (normotividod que se

tuvo en cuento en lo resolución recurrido, otendiendo o que fue emitido
con fecho dos de setiembre de dos mil nueve);

¡¡) lo Ley número veintinueve m¡l cuotroc¡entos novento y nueve,
publicodo en el diorio oficiol "El Peruono" el diecinueve de enero de
dos mil diez, estoblece lo Vigilonc¡o Electrónico Personol, y entre olros,
modifico el ortículo ciento treinto y cinco del Código procesol penol -
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fireb Legislotivo número seiscientos treínto y ocho-, estobleciéndose que ,, 
Et

\uez podró dictor mondoto de defención si, atendiendo o los primeros recoudos
Jocompoñodos por elFiscol Provinciol, es posible determinor: l.eue exjsfen suficienfes

e/emenfos probotorios de /o comisión de un delito que vincute ol imputodo como
outor o portícipe del mrbmo (...). 2.Que lo sonción o imponerse seo superior o /os

cuatro oños de peno privotivo de tibertod. 3. Que, exjsfen suficienfes elementos
probatorios poro concluir que et imputodo intento eludir lo occión de to justicio o
perturbor lo octividod probotorio (...). En fodo coso, el Juez penol podró revocor de
oficio o o petición de parte et mondoto de defención cuondo nuevos ocfos de
investigoción demuesfren que no concuffen los mofivos que determinoron su
imposición, en cuYo coso e/ Juez podró disponer to ufitizoción de to vigitoncio
electrónico personol como meconismo de control, tomando en cuenfo lo previsto en
e/ inciso dos del ortículo ci'ento cuorento y tres de! presenfe código',i

D lo primero disposición finol de lo Ley número veintinueve mil
cuotroc¡entos novento y nueve, estoblece que lo presente Ley entroró
en vigencio progresivomente en los diferenles distritos judicioles según el
colendorio oficiol que seró oprobodo medionte Decreto supremo,
exceptuóndose de dicho colendorio o los distrilos judicioles de Limo,
Limo Norte, Limo sur y coiloo, en los cuoles lo presenle Ley seró
oplicodo uno vez concluido el proceso de selección por concurso
público e implementodos todos los meconismos de lo vigiloncio
electrónico personol, con lo vigencio del reglomento pertinente;

iv) medionte Decreto Supremo número cero trece - dos mil diez - JUS de
fecho trece de ogosto de dos mil diez se oprobó el Reglomento poro lo
lmplementoción de lo Vigiloncio Elecfrónico Personol, estobleciéndose
en su ortículo segundo, que entroró en vigencio uno vez concluido el
proceso de selección por concurso público e implementodo todos los
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mecon¡smos de lo Vigiloncio Electrónico Personol, lo

o medionte Resolución Ministeriol emifido por el

sector de Justicio (lo cuol no ocontece hosto lo fecho - ver Resolución Supremo

número ciento dieciocho - dos mil diez - EF de fecho cuotro de noviembre de dos mil

diez, que rotifico el ocuerdo de Consejo Directivo de PROINVERSION respecto o lo
inversión privodo en elServicio de Vigiloncio Electrónico Personol)f

v) el ortículo doscientos sesento y ocho del Nuevo Código Procesol

Penol -Decreto Legislotivo número novecientos cincuento y siete, de fecho

veintinueve de julio de dos mil cuotro -(vigente en los Cortes Superiores de Huouro, Lo

Libertod, Tocno, Moqueguo, Arequipo, Tumbes, Piuro, Lomboyeque, Puno, Cusco,

Modre De Dios, lco, Coñete, Cojomorco, Amozonos, Son Mortín; osí como en los

Cortes Superiores de Limo Norte, Limo Sur, y Limo respecto o los delitos contro lo

Administroción Público), estoblece que " El Juez, o soficitud del Ministerio Púbtico,

podró dictor mondoto de prisión preventivo, si otendiendo o los primeros recoudos seo

posib/e determinor lo concunencio de los siguienfes presupuestos: o/ Que existen

fundodos y graves elementos de convicción poro estimor rozonoblemenfe lo comisión

de un delito que vincule al imputodo como outor o portícipe del mismo. b/ Que lo
sonción o imponerse seo superior o cuotro oños de peno privotivo de tibertod. y c)

Que e/ imputodo, en rozón o sus onfecedentes y otros circunsfoncios del coso
porticulor, permito colegir rozonoblemente que trotorá de eludir lo occión de loiusficio
(peligro de fugo) u obstaculiza lo averiguoción de to verdod (petigro de

obstoculizoción) ..." .

ví) el ortículo Vll del Título Preliminor del Nuevo Código Procesol Penol -
Decreto Legislotivo número novecientos cincuento y siete- estoblece "Lo Ley

procesol penol es de oplicoción inmedioto, incluso olproceso en trómite, y es ta que

rige ol fiempo de lo octuoción procesol...... Lo Ley procesol referido o derechos

individuoles gue seo mós favoroble ol imputodo, expedido con posterioridod o lo

que sero

titulor del

4
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procesal, se opl¡caró retroactivamente, lncluso pora los ocfos yo

si fuero posib/e".

Tercero: Que, de iguol formo, debe indicorse que poro oplicor lo Ley o
los cosos porticulores es necesorio comprender el sentido de lo mismo,

poro lo cuol lo doctrino estoblece diversos closes de interpretoción,

entre estos, según el método o utilizor, los siguientes:

¡) Interpretoción Gromoticol o Literol; que consiste en deducir lo
monifestoción verbol de lo normo, o sus polobros se le deben otorgor su

verdodero senlido gromoticol, esto es, persigue descubrir el significodo y

sentido de lo normo o trovés del estudio y onólisis de lo letro de su

propio fexto; debiendo indicorse que el outor Roúl peño Cobrerq, en su

obro Trotodo de Derecho Penol, tercero edición, editoriol Grijley, oño mil

novecientos novento y nueve, pógino doscientos tres, preciso que ,,si

exominodo lo ley desde e/ exclusivo óngulo gromotico!, lo interpretoción es cloro, los

demós medios interpretotivos devienen jnnecesorjos', .

ii) Interpretoción Teleológico; que pretende llegor o lo interpretoción de
lo normo o trovés del fin de lo mismo, buscondo el espíritu por el cuol
fue incorporodo ol ordenomiento jurídico; indicondo ol respecto, el
oulor RoÚl Peño Cobrero, en su obro Trotodo de Derecho penol, tercero
edición, editoriol Grijley, oño mil novecientos novento y nueve, pógino
doscientos cuotro, que es oplicobre cuondo lo Ley seo un fonto oscuro,
en tol coso, debe reolizorse uno interpretoción desde lo inlención de lo
normo, esto es, consideror lo rotio legis lrozón de ser de lo Ley), lo que
implico procedimientos lógicos y vororotivos, ogregondo que el profesor
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,ffitoao Pozo refiere en cuonto o éste méfodo de interpretoción, que se

)roto de determinor, teniendo en cuento los objetivos del derecho, qué
\ fines pueden otribuirse rozonoblemente o lo normo legol.

iíf Interpretoción Sistemótico; infroduce lo ideo de que uno normo no es

mondoto oislodo, sino que responde ol sistemo jurídico normotivo
orientodo hocio un determinodo rumbo en el que, conjuntomente con
otros normos, se encuentro vigenle; esto es, consisfe en seleccionor del
sistemo jurídico todos los normos que seon concordontes poro
estoblecer lo solución que encuentre equilibrio entre gorontíos y
eficiencio; indicondo ol respecto, el outor Roúl peño cobrero, en su

obro Trotodo de Derecho Penol, tercero edición, editoriol Grijley, oño mil

novecientos novento y nueve, pógino doscientos cinco, eue ,,según esfe

método, lo ley es interpretodo teniéndose en cuento el teneno gue le coresponde en
e/ ordenomiento iurídico penol en reloción con lo legisloción generot (...) pora

entender el orden iurídico, gue es uno solo, debemos exominor to Ley corno porfe de
un srsfemo legislofivo único y orgónico, estructurodo por pnncipios cornunes desde sus

boses; de ohíque posoies oscuros de uno tey pueden ser oclorodos por olros leyes,
especio/menfe cuondo el osunfo objefo de los leyes se mós o rnenos el mismo (...) En

esto perspectivo, frente o los logunos, ínsuficiencios, oscurjdodes de /os leyes o de los
dtsposiciones legoles, el Juez debe comportorse corno si el derec ho f uero coherenfe,
completo, desprovisfo de ontigüedodes, equitoble y suscepfible de conducir a une

so/o solución".,

Cuorlo: Que, debe indicorse que s¡ bien lo pr¡mero disposición finol de lo
Ley nÚmero veintinueve mil cuotrocientos novento y nueve -pubticodo en

el diorio oficiol "El Peruono" el diecinueve de enero de dos mil diez-, estoblece que
lo referido Ley entroró en vigencio progresivomente en los diferentes
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di¡lrllos judicioles según el colendorio oficiol .que seró oprobodo

inedionte Decreto Supremo, exceptuóndose de dicho colendorio o los

'distritos judicioles de Limo, Limo Norle, Limo Sur y Colloo, en los cuoles

seró oplicodo uno vez concluido el proceso de selección por concurso

público e implementodos todos los meconismos de lo vigiloncio

electrónico personol, con lo vigencio del reglomento pertinente;

tombién lo es, que dicho dísposición que regulo lo vigencio de lo normo

en cuestión, no debe ser interpretodo medionte el método Gromoticol
o Literol poro toles efectos, sino que en el presente coso debe ser

inlerprelodo conforme o los métodos Teleológico y Sistemótico que hon

sido desorrollodos en el considerondo onterior.

Quinlo: Que, por tonto, este supremo Tribunol considero que lo
suspensión de lo vigencio de lo Ley número veintinueve mil

cuotrocientos novenfo y nueve sólo esfó circunscrito o lo oplicoción de
lo Vigiloncio Electrónico Personol (hosto que se reotice et proceso de setección

por concurso pÚblico e implementen los meconismos de lo Vigiloncio Electrónico

Personol, lo que seró declqrodo medionte Resolución Ministeriol emifido por el titulor
del sector de Justicio, lo cuol o lo fecho no se ho reolizodo por rozones de índole

económico), mos no, respecto o los modificotorios de los normos que no

seon directomente controproducentes con dicho temo, como lo son

poro el presente coso, los requisitos concurrentes que debe tener en

cuento el Juez Penol poro dictor mondoto de detención, osí como el

supuesto poro revocor de oficio o o petición de porte dicho medido
coercitivo debido o que no generon gosto económico-; mós oún, si se

tiene en cuento que lo oludido modificotorio respecto o los requisitos

concurrenfes poro dictor mondoto de delención contro un encousodo

-8'



y,"
-Sntró

/o^"ro

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

SALA PENAT PERMANENTE

R.N. N" 4216-2009

LIMA

un proceso penol en los cortes superiores en donde todovío no

n vigencio el Nuevo Código Procesol Penol -Decreto Legistotivo

novecienios cincuento y siete-, resulto mós beneficioso poro éste

{ is de peno superior o cuotro oños de peno privotivo de libertod¡, respecto

oción de trotomíento procesol en el referido extremo respecto
ores geogróficos en donde se llevo o cobo uno investigoción

judi sujeto ol Nuevo Código Procesol penol -Decreto Legistofivo número

cincuento y siete-, que estoblece como uno de los requisitos
poro ictor detención preventivo, uno prognosis de peno moyor o
cuotro ños de peno privotivo de libertod.

o los

Legislot

peno

di

olosl

Sexto:

eviden

novent

Inco

esto

isitos estoblecidos en lo normo procesol onterior -Decreto

número seiscientos treinto y ocho- {prognosis de peno superior o un oño de

de libertod¡, lo cuol permite o su vez que hoyo iguoldod y no

, en consecuencio por los fundomentos onotodos y siendo
que lo vococión legol o que se hoce referencio en lo

electrónico persono/ corno meconismo de control (...),'; decisión

disposición finol de lo Ley número veintinueve mil cuotrocientos
y nueve estó referido sólo o lo oplicoción de lo Vigiloncio

Electró ico Personol (que no ho sido posible hosfo lo fecho por rozones de índole

), este supremo Tribunol inlerpreto que se encuentro vigente lo
odi torio de lo referido Ley respecto ol ortículo ciento treinto y

I Código Procesol Penol -Decreto Legislotivo número seiscientos treinto
I

v ocho- (oplicoble o los procesos que son tromitodos medionte el código de
Penoles de mil novecientos cuorento) -que no genero gosto

ico-, o excepción de lo porte in fine de su último pórrofo, que
e expresomenle ", en cuyo coso el Juez podró disponer lo utilizoción de

la

-9-



CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

SALA PENAL PERMANENTE

R.N. No 4216-2009

tIMA

jydiciol que se corresponde o lo observoncio del derecho o lo libertod y

/ seguridodes personoles, previsto en el literol "d", inciso veinticuolro del
\
) ortículo dos e inciso tres del ortículo ciento treinto y nueve de lo

Constitución Político del Estodo (ver fundomento de principio de legolidod

penolen lo Sentencio delTribunolConstitucionolrecoído en el Expediente número ires

mil novecientos ochento y siete-dos mil diez-PHC/TC, de fecho dos de diciembre de

dos mil diez, coso: Alfredo Alexonder Mirondo Sónchez) y el debido proceso,

previsto en el inciso tres del ortículo ciento treinto y nueve del referido

Texto Constitucionol.

Séiimo: Que, lo vqrioción del mondoto de detención solicitodo por lo
defenso técnico de lo encousodo Koren Hopuc chombo Toboodo se

encuentro previsto en el último pórrofo del ortículo ciento treinto y cinco
del Código Procesol Penol - Decreto Legislotivo número seiscienios ireinto y

ocho-, modificodo en el extremo onotodo en lo presente Ejecutorio

medionte Ley número veintinueve mil cuotrocientos novento y nueve,
publicodo en el diorio oficiol "El Peruono", el diecinueve de enero de

dos mil diez, que estoblece "...e, JuezPenal podró revocor de oficio o o petición

de porte el mondoto de detención cuondo nuevos octos de investigoción demuesfren

que no concurren los motivos que determinoron su imposición"i lo que legitimo lo

reolizoción de un onólisis volorotivo onticipodo de los elementos de
pruebo incorporodos ol proceso con posterioridod ol octo procesol que

impone lo medido, o efectos de determinor si éstos son de tol entidod
que conlleven o estoblecer s¡ en el coso concreto oún concurren o no

los requisitos poro que subsisto el mondoto de detención.

Octovo: Que, revisodos los outos se odvierte lo siguiente:

-10-
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I lo Solo Penol Superior decloró improcedente el pedido de vorioción

de mondoto de delención de lo encousodo Koren Hopuc Chombo

Toboodo hosto en tres oportunidodes distintos y onteriores o lo solicitud

similor que es moterio de pronunciomiento, debido o que en dichos

ocosiones no existíon nuevos elementos que permitieron vorior su

situoción jurídico (lo cuol se conoboro con los copios certificodos de los

resoluciones superiores de fechos ocho de enero de dos mil siete, veinticinco de
noviembre de dos mil ocho y sieie de obril de dos mil nueve, obronles o fojos

doscientos cuorento y tres, trescientos uno y trescientos ocho, respectivomente)i

il) que desde lo último resolución superior que decloró improcedente lo
solicitud de vorioción de mondoto de detención de lo encousodo

Chombo Toboodo (siete de obrit de dos mir nueve), hosto lo fecho en que

formuló lo nuevo solicitud de vorioción de mondoto de detención que

originó lo resolución cuestionodo de fecho dos de setiembre de dos mil

nueve, no se hon reolizodo diligencios o octos de investigoción que de
monero objetivo hogon vorior su situoción jurídico respecto o lo

imputoción que se le reolizo en lo ocusoción fiscol escrito, esto es, el

hober porticipodo en lo constitución de lo empreso Aspo Minero

Industriol Sociedod de Responsobilidod Limitodo, lo cuol fue utilizodo

como fochodo poro el lovodo de dinero proveniente de octividodes

ilícitos (trófico itícito de drogos)i !,

llD que revisodo el escrito de solicitud de

detención por comporecencio restringido

pronunciomiento -obronte en copio certificodo

vorioción de mondoto de

que do origen ol presente

o fojos trescientos quince-, OSí

t/l
At

D({
\
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/como el recurso de nulidod contro lo resolución superior cuestionodo -/-\
1)Oronte o fojos nueve del cuodernillo formodo en esfo instoncio Supremo-, se

odvierte que el pedido de vorioción de mondoto de detención de lo

encousodo Chombo Toboodo se sustento concretomente en lo

supuesto voluntod de esto último de ponerse o derecho y osí poder

defenderse en octo público, osí como en los Ejecutorios Supremos que

confirmon los obsoluciones de lo ocusoción fiscol de olguno de sus co

procesodos; ol respecto debe indicorse, que resulto irrelevonte lo

medido coercit¡vo impuesto o un encousodo (mondoto de detención o

comporecencio) en Un proceso penol, poro efectos de que éste puedo

ejercer su irrestricto derecho de defenso en el octo público del Juicio

orol, por tonto, el referido orgumento no tiene cobido; osimismo, si bien

en el presente proceso penol se obsolvió o olgunos encousodos de lo

ocusoción fiscol formulodo en contro de éstos por el delito que tombién

se le imputo o lo encousodo Chombo Toboodo {lovodo de octivos)i

tombién lo es, que ninguno de los referidos obsoluciones tiene reloción

directo con lo mencionodo procesodo, por cuonto, o ésto se le imputo

conjuntomente con su co encousodo Morío lsobel Vorgos Arroyo (no

hobido) el hober coloborodo en lo constitución de uno de los empresqs

que el encousodo Dionicio Alberto Nopuri Lovqdo (condenodo) creó

como fochodo poro lovor dinero proveniente del trófico ilícito de

drogos (empreso Aspo Minero Industriolsociedod de Responsobilidod Limitodo).

Noveno: Que, por tonto, en reloción o lo encousodo Chombo Toboodo,

no se presento el supuesto previsto en el último pórrofo del ortículo

ciento treinto y cinco del Código Procesol Penol - Decreto Legislolivo número

seiscientos treinto y ocho-, modificodo por lo Ley nÚmero veintin UEVE

J
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LIMA

guotrocientos novento y nueve; sin perjuicio de indicor que lo referido

Aencousodo pese o tener conocimiento del presente proceso penol
I

lnslovrodo en su contro (lo que se odvierte de los escritos presentodos) no se ho

puesto o derecho poro el esclorecimiento de los hechos investígodos,

octitud con lo cuol demuestro su intención de no sujetorse o lo

¡., dispuesto en lo presente couso penol; osí como recolcor que en otros
t\
\ ltres oportunidodes onteriores se decloró improcedente los solicitudes de
ll
\/ vorioción de lo medido coercitivo de detención por lo de
t/
I comporecencio restringido presentodos por lo encousodo recurrente,
tlt\en donde ol iguol que en el presente coso no se odvirtió lo existencio de
l\
\fruevos octos de investigoción que hogon vorior fovoroblemente su

situoción jurídico y hogon prever que lo peno proboble o imponer no

seró superior o cuotro oños de peno privotivo de libertod.

Décimo: Que, conforme ol ortículo trescientos uno - A del Código de

Procedimientos Penoles - incorporodo por el ortículo dos del Decreto Legisloiivo

número novecientos cincuenio y nueve de fecho diecisiete de ogosto de dos mil

otro-, lo onotodo en los considerondos cuorto, quinto y sexto de lo

te resolución Supremo -referido o lo vigencio de lo Ley número

veintinueve mil cuotrocienlos novento y nueve en lo que respecto o los requisitos

concunentes poro dictor mondoto de detención- constituye precedente

vinculonte normotivo de cumplimiento obligotorio por los Órgonos

Jurisdiccionoles de lo Repúblico del Perú.
A

lt/ .,r
I
\
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tIMA

pEctstóN

Por estos fundomentos: declororon NO HABER NULIDAD en lo resolución

superior de fecho dos de setiembre de dos mil nueve, obronte o fojos

trescientos veintiuno, que decloró improcedente lo solicitud de
vorioción de mondoto de defención por el de comporecencio

restringido o fovor de lo encousodo Koren Hopuc Chombo Toboodo; en

el proceso que se le sigue por el delito de lovodo de octivos, en ogrovio

del Estodo; DISPUSIERON: que lo onotodo en los considerondos cuorto,
quinfo y sexto de lo presente Ejecutorio Supremo -referido o to vigencio de to

Ley nÚmero veintinueve mil cuotrocientos novento y nueve en lo que respecto o los

requisitos concurentes poro dictor mondoto de detención- constituye
precedente vinculonte normotivo; MANDARoN: que lo presente

resolución seo publicodo en el diorio oficiol "El Peruo¡e", osí como o
trovés del Portglp fógino Web del Poder Judiciol.

s.s.

VILLA STEIN

RODRIGUEZ TINEO

PARIONA PASTRANA

NEYRA FTORES

CALDERÓN CASTILLO
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